
Pese a que en un comienzo el director
general de la Policía de Investigaciones
(PDI), Eduardo Cerna, no se iba a referir
sobre el llamado a retiro del prefecto
provincial de Cachapoal por dilatar la
entrega al Ministerio Público de antece-
dentes relacionados con un robo de una
empresa de valores, que terminó afectan-
do a Brink’s, ayer, en una pauta junto a la
ministra del Interior, Carolina Tohá,
expresó el golpe que recibió la institución
por el hecho, por el cual la fiscalía inició
una investigación.

“No voy a entrar en más detalles que
hay que investigar, pero es un hecho que
nos preocupa, no lo vamos a permitir y no
vamos a tolerarlo, porque efectivamente
enloda, daña el trabajo comprometido,
sacrificado, de miles de hombres y muje-

res que colocamos el corazón y la pasión
en esto, que por una omisión, una negli-
gencia, un descuido, nos traiga estas
consecuencias”, fueron partes de las
declaraciones de Cerna en su primera

crisis tras asumir luego de la salida de
Sergio Muñoz, indagado por entregar
información reservada de causas judiciales
al abogado Luis Hermosilla (ver C4).

El caso ocurre en medio de la crisis de

seguridad que vive el país, con una decena
de homicidios ocurridos en la Región
Metropolitana en los últimos días, muchos
de los cuales tramitan funcionarios de la
PDI. Especialistas consultados por “El
Mercurio” expresaron preocupación. 

Al respecto, el exsubsecretario del
Interior y académico de la U. San Sebas-
tián, Felipe Harboe, sostiene que “es muy
delicado que no se haya entregado infor-
mación que pudo frustrar un robo millo-
nario y será labor de la justicia determinar
si se trató de negligencia, desidia o si
había alguna intención de dejar que las
cosas ocurrieran”.

Por su parte, la exdirectora ejecutiva
de la Fiscalía Nacional, Francisca Werth,
cree que “hay que preguntarse cuál es el
protocolo que la PDI tiene para sus fun-

cionarios, en el caso de que ellos reciban
una especie de dato o denuncia, y qué
tienen que hacer. Eso yo creo que es como
la pregunta base. Porque si existía ese
protocolo y el policía no hizo nada, no le
dio importancia, ahí podemos estar en un
caso de falta de criterio o de, en el fondo,
alguna infracción administrativa al proto-
colo que tenía que cumplir”.

A su juicio, es temprano para sacar más
conclusiones y habría que ver si el caso
puede, eventualmente, relacionarse con
que no se tomaron medidas para que
efectivamente ocurriera el delito, que sería
de corrupción, o si existe otra explicación.

Ayer al menos, el director Cerna indicó
que no tenía antecedentes de que algún
funcionario estuviera involucrado en el
delito de Rancagua.

“Negligencia, desidia” o “dejar que las cosas ocurrieran”: expertos en seguridad plantean
que preocupa y es “delicada” la situación de policía civil tras controversia en Rancagua

Francisca Werth, ex directora ejecutiva de
la Fiscalía Nacional.

Felipe Harboe, exsubsecretario del Interior.

La incautación de equipos en
dependencias de la Policía de In-
vestigaciones (PDI) de Ranca-
gua, a cargo del OS9 de Carabi-
neros y del fiscal de Alta Comple-
jidad de O’Higgins, Javier von
Bischoffshausen, se sumó ayer al
conjunto de factores que compli-
can a la policía civil, en el marco
de los hechos y contradicciones
ligados a la información previa al
asalto a la empresa de valores
Brink’s que luego de ser recibida
no fue entregada a tiempo al Mi-
nisterio Público.

El operativo tenía su curso a la
misma hora en que el fiscal regio-
nal, Aquiles Cubillos, luego que
terminara en el Tribunal de Ga-
rantía de Rancagua la formaliza-
ción de los 18 imputados por el
asalto del viernes pasado (ver no-
ta relacionada), desmentía las
afirmaciones de la PDI respecto
de que el sábado 17 se habrían da-
do a conocer los antecedentes a
los persecutores.

Dichas palabras, en una nueva
escalada de tensión, obligaron a
que el director general de la PDI,
Eduardo Cerna, quien cumplía
agenda en La Araucanía, junto a
otras autoridades de gobierno,
tuviera que referirse a cómo y
cuándo llegaron a su institución
las informaciones de que se esta-
ba preparando un asalto.

Medidas y
controversias

La seguidilla de versiones con-
trapuestas comenzó en la tarde
del martes.

Ese día, una hora después de
que se suspendiera, para conti-
nuar ayer, la audiencia del caso
Brink’s, se hizo público un comu-
nicado de la PDI en que daba
cuenta de que uno de sus oficia-
les había recibido información
relacionada con la preparación
de un atraco a una empresa de
valores de la zona. En la nota se
señalaba que la concreción del
delito se produjo mientras se rea-
lizaba el chequeo de datos.

La misma noche del martes, la
PDI dio a conocer que su director
había llamado a retiro al prefecto
de Cachapoal, Álex Zúñiga, por
la demora en la entrega a la fisca-
lía de los datos vinculados con la

preparación de un robo similar al
que finalmente se concretó.

La PDI detalló que un oficial
de la Región de O’Higgins reci-
bió antecedentes relacionados a
un eventual delito y que el pre-
fecto de la zona “no ponderó ni
trabajó” los antecedentes reco-
pilados. Además de la medida
aplicada al exprefecto, “por su
eventual responsabilidad en la
dilación de la entrega de los an-
tecedentes al Ministerio Públi-
co”, se instruyó un sumario ad-
ministrativo “para esclarecer fe-
hacientemente las causas y cir-

cunstancias de estos hechos”.
También en la noche del mar-

tes, el fiscal Cubillos abrió una
causa “por omisión de denuncia
y por obstrucción a la investiga-
ción”, en virtud de que los ante-
cedentes existían en forma previa
al viernes pasado y tenían que ser
entregados en un plazo de 24 ho-
ras como establece la ley.

Incautaciones

Concretadas las incautaciones
en la PDI de Rancagua, el fiscal
Von Bischoffshausen detalló que

en la diligencia se tomó declara-
ciones “a distintos funcionarios
de la PDI, como, asimismo, se ob-
tuvo la entrega de información
que pueda ser relevante para la
investigación”. El persecutor
destacó que “hemos obtenido
documentación mediante entre-
ga voluntaria de PDI, cooperan-
do con la indagación, lo cual es
muy útil para la investigación”. 

Eso ocurría a la misma hora en
que el fiscal regional reiteraba la
versión del ente persecutor. “Ra-
tifico lo dicho antes (el martes)
respecto de que hemos tomado

conocimiento, al igual que todos,
a través del comunicado público,
de la información que tenía la
PDI y recién a las 18:30 horas (del
martes) hemos recibido un oficio
que la policía manejaba”, dijo
Cubillos, y recalcó que “descarto
absolutamente que se haya to-
mado contacto con algún fiscal
relacionado con la causa y se le
haya entregado algún antece-
dente. Eso no fue así”.

Consultado también sobre la
eventual participación de funcio-
narios de Carabineros en algún
delito vinculado con el caso, ex-
presó que “no descartamos nin-
guna de esas hipótesis”.

PDI: El “dato” fue
recibido el 29 de julio

Cerna, por su parte, debió en-
tregar en La Araucanía una ver-
sión corregida de lo ocurrido.
“Una unidad determinada avisó
mediante comunicación formal
al jefe regional de algunos indi-
cios que afectarían a una empre-
sa transportadora de valores,
distinta a la que fue víctima de
este robo con intimidación”, di-
jo. Agregó que el exprefecto pro-
vincial Zúñiga, a quien llamó a
retiro el martes, “esa informa-
ción la recibió el 29 de julio” y
que “el resto de los funcionarios,
o el mando superior, tomamos
conocimiento del hecho a través
de la prensa cuando ocurre el de-
lito. Ahí tomamos conocimiento,
y, obviamente, el prefecto pro-
vincial no le había dado mayor
tramitación, más allá de alguna
revisión que fue lenta, no opor-
tuna, no precisa, y que no comu-
nicó a la fiscalía”, dijo.

Ayer, OS9 de Carabineros y Fiscalía de Alta Complejidad incautaron en Rancagua computadores de la policía civil:

La cadena de hechos y contradicciones 
en el caso Brink’s que complica a la PDI 

VÍCTOR FUENTES y MAXIMILIANO VEGA

El representante del Ministerio Público
en O’Higgins desmintió que la Policía de
Investigaciones hubiera entregado
información el sábado 17. Director de esa
institución debió precisar fechas.

INVESTIGACIÓN.— En un comunicado, la empresa Brink’s destacó la prisión preventiva de los 18 imputados y
abogó por la detención del resto de la banda y la recuperación del dinero sustraído.
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‘‘Descarto
absolutamente que se
haya tomado contacto
con algún fiscal
relacionado con la
causa y se le haya
entregado algún
antecedente. No fue así”.
................................................................

AQUILES CUBILLOS
FISCAL REGIONAL DE O’HIGGINS

‘‘Esa información
la recibió (el prefecto
removido) el 29 de julio.
El resto de los
funcionarios, o el mando
superior, tomamos
conocimiento del hecho
cuando ocurre el delito”.
................................................................

EDUARDO CERNA
DIRECTOR GENERAL DE LA PDI

La impugnación tras la denuncia por “acarreo”
de electores hacia la pequeña comuna de Sierra
Gorda, en la Región de Antofagasta, finalizó esta
semana con una sentencia del Tribunal Electoral
Regional (TER) que resolvió eliminar del padrón a
más de 600 electores.

La audiencia de impugnación en el TER, por el
sospechoso aumento del padrón, había finalizado
hace unos días con una disputa a insultos y golpes
entre candidatos a la elección del 27 de octubre
próximo. El recurso ante esta entidad lo había
patrocinado la candidata a alcaldesa Adriana
Rivera Vega (ind.).

La reclamación ante este tribunal buscaba en un
inicio que se excluyera del padrón auditado a 886
personas de esta localidad, que habitan unas 1.700
personas. 

“Se acoge la solicitud de exclusión respecto de
las 663 personas que figuran en la mencionada
lista (...), declarándose que las mismas deben ser
excluidas por el Servicio Electoral de dicho pa-
drón, sin perjuicio de mantener su primitiva ins-

cripción electoral para las próximas elecciones”,
dice el fallo.

Según la denuncia, en el padrón auditado de
este año figuran 2.632 registros, mientras que en
el de octubre de 2023, figuraban solo 1.807 regis-
tros, un aumento de un 45%.

En las elecciones municipales de 2021 se impuso
en Sierra Gorda la actual alcaldesa (ind.), Débora
Paredes, tras obtener 456 sufragios (36,2%). 

TRAS SOSPECHOSO AUMENTO DEL PADRÓN ELECTORAL, AD PORTAS DE ELECCIONES:

Tribunal electoral acoge reclamo y pide
excluir a 663 votantes en Sierra Gorda

Una alta población flotante registra Sierra Gorda,
cuya productividad se asocia a la industria minera.
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Durante los últimos días se han
registrado protestas en el Colegio
Alicante del Valle de Puente Alto.
Esto, luego de un violento incidente
ocurrido el lunes, en el que un
estudiante de 4º medio dio un
fuerte pelotazo en la cabeza a un
alumno de 7º básico. 

El golpe le generó convulsiones y
una fuerte caída, que le causó una
fractura de cráneo, por lo cual se
encuentra internado en el Hospital
Sótero del Río.

Tanto padres como estudiantes
del recinto se han manifestado en
apoyo al estudiante afectado y
denuncian que el establecimiento
solo respondió con la suspensión
del uso de pelotas.

Álvaro Farfán, director regional
metropolitano de la Superinten-
dencia de Educación, afirma que
“ingresamos una denuncia de
oficio, de carácter crítico, para

investigar esta situación y consta-
tar si la forma en que procedió el
establecimiento se ajustó a la
normativa educacional. A partir de
esta denuncia, revisaremos si el
colegio activó sus protocolos
frente a ‘Accidentes escolares’ y a
‘Situaciones de maltrato, acoso
escolar o violencia’”. 

Pero más allá de este nuevo
caso de violencia, expertos en el
ámbito académico resaltan la
importancia de tomar medidas
urgentes en esta materia. 

“La violencia entre estudiantes
ha crecido, lo hemos reportado, y,
por lo tanto, este es un tema en el
que nosotros creemos que se le
debe dar primera prioridad. El
problema más grave que tiene
nuestro sistema educacional es el
de la convivencia”, señala Mario
Aguilar, presidente nacional del
Colegio de Profesores de Chile.

José Luis Velasco, director de la
Asociación de Educadores de Chile,
añade que “es necesario que se
busquen soluciones, entendiendo
que algunas son urgentes y deben
ser inmediatas y otras más bien de
cambio cultural hacia el buen
trabajo y la buena convivencia”. 

“Nos preocupa, porque cerca de
un 20% de los niños señala haber
sido agredido en el sistema escolar
el año pasado”, lamenta Jorge
Varela, investigador del Instituto
de Bienestar Socioemocional UDD.

Varela añade que “se tiene que
trabajar desde la casa, desde la
escuela y desde nuestras autorida-
des locales; hay que capacitar a
estos actores. Y ahí viene la nueva
ley de convivencia escolar. Tengo
la hipótesis de que va a generar
algo positivo, porque busca inte-
grar muchas acciones que ya
existen”.

ALUMNO DE PUENTE ALTO QUEDÓ CON FRACTURA CRANEAL: 

Nuevo hecho de violencia escolar enciende las
alertas y comunidad exige medidas urgentes

n Fiscalía detalla diligencias pendientes y tribunal decreta prisión 
preventiva para los 18 formalizados y otorga ocho meses para investigar
La revisión de grabaciones de imágenes

de los 21 días previos al asalto a las ofici-
nas de Rancagua de la empresa Brink’s y el
análisis del tráfico de llamadas en las
antenas de telefonía móvil de los múltiples
sitios del suceso ligados al atraco son parte
de las diligencias que detalló el fiscal re-
gional de O’Higgins, Aquiles Cubillos, al
solicitar un plazo de 10 meses para la
investigación. Luego de la oposición de las
defensas, que pidieron que este lapso fuera
de entre cuatro a seis meses, la jueza
Jessica Bascuñán, del Tribunal de Garantía
de Rancagua, determinó un período de

ocho meses. La magistrada también acogió
la solicitud del Ministerio Público y resolvió
aplicar la prisión preventiva para los 18
detenidos y formalizados por un conjunto
de delitos: asociación criminal, robo con
intimidación, porte ilegal de armas, 7
ilícitos de incendio, 19 delitos de recepta-
ción de vehículos y porte de elementos
para cometer siniestros. Las defensas, en
tanto, solicitaron cautelares de arresto
domiciliario o pago de cauciones (fianza)
para mantener a los imputados en libertad,
aduciendo responsabilidades familiares y
laborales. 

En su detalle de los peritajes e indaga-
torias que deben cumplirse antes de pre-
sentar una eventual acusación, el persecu-
tor añadió el análisis de los celulares de
todos los imputados, que permitiría si-
tuarlos en los lugares y horarios en que se
cometieron los delitos; cruzar esta infor-
mación con los antecedentes que se obten-
gan del tráfico de los pórticos por donde
circularon; la revisión y estudio de todas
las llamadas que ingresaron a la Central de
Comunicaciones de Carabineros el viernes
16 de agosto; la extracción de la informa-
ción contenida en los, al menos, 20 celula-

res incautados a los detenidos; y la inves-
tigación de las llamadas distractivas reali-
zadas al número 133 de Carabineros.
Asimismo, agregó que deben efectuarse
peritajes a las huellas dactilares levantadas
en los sitios del suceso y el levantamiento
de evidencia genética. De igual modo,
afirmó que, entre otras acciones, deben
declarar unos 40 testigos, incluidos los
carabineros que participaron en el operati-
vo, y analizarse el movimiento que tuvieron
los 21 vehículos hasta llegar a Rancagua,
dado que, en su mayoría, fueron sustraídos
en Santiago.
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